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LAS EMBARCACIONES 
ABANDONADAS 

EN PUERTOS DEPORTIVOS 
Y CLUBES NÁUTICOS

De todos es conocida, y por par-
te de las instalaciones portua-
rias sufrida, la problemática de 
las embarcaciones abandonadas. 
Embarcaciones que por diferen-

tes razones se convierten en auténticos lastres 
de los puertos para los cuales no existen solu-
ciones legales rápidas, sino que exigen la in-
terposición de la correspondiente demanda 
judicial con las dificultades propias del proce-
dimiento: la notificación y citación del deman-
dado, lentitud del proceso, etc.

A la espera de que se dé cumplimiento 
al mandato previsto en la Disposición Final 
Undécima de la Ley 14/2014, de Navegación 
Marítima, que prevé la elaboración de un pro-
cedimiento para regular el abandono de bie-
nes muebles y los procedimientos de venta, 
subasta notarial, electrónica y enajenación de 
los mismos; a nivel portuario tanto estatal co-
mo autonómico (Cataluña, Valencia, Baleares 
y Galicia son buenos ejemplos), existen dife-
rentes iniciativas que pretenden dar una solu-
ción al grave problema de las embarcaciones 
abandonadas en las instalaciones portuarias, 
así como otros bienes muebles tales como ve-
hículos, motocicletas, etc.

El caso de Baleares, que conozco con ma-
yor detalle, ha dado un paso más ya que en 
el artículo 115 de la Ley 10/2005, de 21 de 
junio, de puertos de las Illes Balears1 se pre-

vé que el procedimiento de abandono de em-
barcaciones pueda ser utilizado tanto por el 
propio ente portuario autonómico (Ports IB) 
como por los titulares de concesiones portua-
rias, es decir, lo hace extensible no sólo a los 
puertos de gestión directa, los no concesio-
nados, sino también a los puertos de gestión 
indirecta, esto es, clubes náuticos y puertos 
deportivos dirigidos por empresas o asociacio-
nes en régimen de gestión indirecta. 

Este artículo 115 establece las líneas maestras, 
el cómo proceder con la declaración de abandono 
de una embarcación. Es evidente que este artículo 
requiere un desarrollo normativo, pero hasta que 
el correspondiente Reglamento sea una realidad 
la Dirección General de Puertos y Aeropuertos del 
Gobierno Balear aprobó una instrucción relativa 
al procedimiento de declaración de abandono de 
embarcaciones en los casos de puertos de gestión 
indirecta. Según se indica en la Instrucción, con ci-
ta expresa del precepto anterior, una embarcación 
puede ser considerada como abandonada en los 
dos supuestos siguientes: o bien, que se encuen-
tren en zona de servicio portuario sin la corres-
pondiente autorización y no se pueda identificar 
al propietario o consignatario; o bien, que esté 
más de seis meses en la zona de servicio del puer-
to sin actividad externa o sin que el propietario ha-
ya pagado la tasa o tarifa correspondiente.

1. Este precepto sustituye al antiguo artículo 110 de la misma Ley y fue introducido por la Ley 6/2014, de 18 de julio, de 
modificación de la Ley 10/2005, de 21 de junio, de Puertos de las Illes Balears. 
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Fig. 2. Se estima en unas 10.000 las embarcaciones abandonadas en el periodo de crisis.

El procedimiento se iniciará 
con una solicitud de declaración 
de abandono de una embarca-
ción que presentará el concesio-
nario proporcionado la máxima 
información posible de la embar-
cación y del propietario, e indi-
cando cuál de los dos supuestos 
previstos para la declaración de 
abandono concurre en el caso 
concreto. La petición del conce-
sionario será examinada por el 
órgano instructor designado por 
el ente portuario autonómico, 
con el objeto de controlar que se 
cumplen los requisitos que per-
miten iniciar el procedimiento 
de abandono.

A este respecto es necesario 
distinguir unos requisitos par-
ticulares y otros genéricos; los 
primeros se refieren a la docu-
mentación a presentar en fun-
ción de la causa de abandono 
y los segundos se refieren a la 
documentación que necesaria-
mente debe acompañarse con 
la solicitud independientemen-
te del motivo del abandono. Los 
particulares son una declaración 
jurada o certificado de que no 
se dispone de los datos necesa-
rios para identificar al propieta-
rio, patrón o consignatario de la 
embarcación en el supuesto pre-

visto en el artículo 115.2 letra a); 
en el supuesto de la letra b) del 
citado precepto, acreditar que se 
ha intentado requerir al propie-
tario o patrón, al menos con dos 
intentos, para que se haga cargo 
de la embarcación y la retire o li-
quide las cantidades pendientes. 
Los genéricos son: un certifica-
do de la deuda existente a fecha 
de la petición; el resguardo del 
pago de la tasa de 898,80 € por 
servicios derivados de la declara-
ción de abandono de embarca-
ciones2; la hoja de asiento de la 
embarcación si es posible obte-
nerla e información de la perso-
na de contacto, si la hubiere (si 
la embarcación es extranjera se 
prevé que el ente portuario au-
tonómico solicite información 
al registro de bandera); y, peri-
taje completo de la embarcación 

indicando un posible precio de 
salida en una eventual subasta y 
el valor a precio de mercado, o 
aconsejando su desguace si el es-
tado es lamentable en cuyo caso 
el concesionario se comprome-
terá a asumir los costes de la ges-
tión del desguace.

Comprobada la corrección de 
la solicitud se acordará el inicio 
del procedimiento de declaración 
de abandono, cuyo acuerdo se 
notificará al propietario o al pa-
trón, dándole un plazo de quin-
ce días para efectuar alegaciones, 
proponer la práctica de prueba y, 
si lo considera procedente, apor-
tar una valoración contradictoria 
de la embarcación. El concesio-
nario también dispondrá de un 
plazo de diez días para efectuar 
observaciones, y otro de quin-
ce días si el propietario o patrón 
presentan alegaciones. Si se igno-
ra quien es el propietario o la no-
tificación hubiera sido negativa, 
la resolución se comunicará de 
conformidad con el artículo 40 y 
siguientes de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Ad-
ministraciones Públicas y se pu-
blicará en el BOIB, en el tablón de 
anuncios del puerto y en la web 
del ente portuario autonómico. 
Simultáneamente y durante un 
plazo de veinte días se dará infor-
mación pública de la resolución 
en el BOIB.

Fig. 1. Puertos de Islas Baleares, Ports IB, lleva retirados más de 200 embarcaciones a lo largo del año.

2. Esta tasa está recogida en el artículo 343 novodecies: Tasa por servicios derivados de la declaración de abandono de em-
barcaciones, vehículos y otros objetos en la zona de servicio de los puertos de gestión indirecta, de la Ley 11/1998, de 14 de 
diciembre, sobre el Régimen Específico de Tasas de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares.
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El expediente finalizará con la resolución del 
vicepresidente ejecutivo del ente portuario auto-
nómico en la que, o bien, decrete el archivo del pro-
cedimiento si desaparecen los motivos que dieron 
lugar a su inicio o por imposibilidad material de 
continuarlo por causas sobrevenidas, por renuncia 
o cualquiera de las causas legalmente previstas; o 
bien, resuelva con la declaración de abandono de la 
embarcación, y una vez firme, se acordará el desgua-
ce si el valor es nulo; la enajenación directa si el va-
lor de la embarcación es inferior a tres mil euros3; o 
su venta en subasta pública si el valor supera la can-
tidad anterior. La resolución del procedimiento se 
notificará al concesionario, al propietario o patrón 
de la embarcación y a otros interesados.

Un aspecto a tener en cuenta es cómo se com-
pagina este sistema con las cargas que pueden 
pesar sobre una embarcación y que estén debida-
mente inscritas, por ejemplo una hipoteca.

Al respecto se debe indicar que la razón más ha-
bitual por la que se inician estos procedimientos es 
el impago de la tasa o tarifa correspondiente, la cual 
es en definitiva un crédito por derechos de puerto. 
La cursiva tiene todo el sentido, ya que estamos ante 
un crédito marítimo privilegiado de los recogidos en 
el Convenio sobre Privilegios Marítimos y la Hipote-
ca Naval hecho en Ginebra el 6 de mayo de 1993, 
Convenio al cual se remite expresamente el artículo 
122 de la Ley 14/2014, de Navegación Marítima.

Las características de un crédito marítimo pri-
vilegiado son que no se exige que estén inscritos, 

tiene preferencia sobre las hipotecas u otros gravá-
menes inscritos y siguen al buque o embarcación 
sea quien sea el propietario, cambie de bandera o 
matrícula; siendo plenamente aplicable a las em-
barcaciones (artículos 5 y 8 del Convenio y artículo 
122.2 y 3 de la Ley 14/2014).

Como ejemplo la sentencia de la AP de Ponte-
vedra de 5 de mayo de 2016, expresamente señala 
que el artículo 4.1 del citado Convenio incluye en-
tre los créditos contra el propietario, el arrenda-
tario a casco desnudo, el gestor o el naviero del 
buque, que están garantizados con un privilegio 
marítimo, a “los créditos por derechos de puerto, 
de canal y de otras vías navegables y practicaje” 
(letra “d”), a los que el artículo 5 del Convenio re-
conoce preferencia sobre las hipotecas, mortgages 
y gravámenes inscritos.

Por tanto, las deudas por tasas o tarifas portuarias 
tienen preferencia sobre las hipotecas y otras cargas 
inscritas que puedan gravar las embarcaciones.

Volviendo al procedimiento previsto en la nor-
mativa balear, finalizado el procedimiento y si la 
embarcación supera el valor peritado de 3.000 eu-
ros se procederá a su subasta, lo cual no es sino la 
venta forzosa que se prevé tanto en los artículos 
11 y 12 del Convenio como en los artículo 480 y 
siguientes de la Ley de Navegación Marítima. Del 
concurso de los preceptos citados podemos extraer 
tres importantes conclusiones, la primera es que la 
venta se ajustará a la subasta pública que estable-
ce el ente portuario; la segunda, que las hipotecas 
y otras cargas que pudieran gravar la embarcación 
desaparecen; y, la tercera, que el producto de la 
venta, una vez descontados los gastos ocasionados 
con la subasta, se destinará a satisfacer los créditos 
que motivaron el inicio del procedimiento de de-
claración de abandono de la embarcación, es decir, 
las tasas o tarifas portuarias.

La recuperación de la deuda económica es sin du-
da importante, pero el verdadero aspecto positivo de 
esta herramienta administrativa es la posibilidad de 
deshacerse de estos “cadáveres”, flotantes o varados, 
que tanto perjudican a los puertos de nuestras islas.

Fig. 3. Un velero de la subasta de la Agencia Pública de Puertos de Andalucía.

León von Ondarza Fuster 
Abogado.

Máster en Derecho Marítimo por el I.E.E.M.
Socio de la RLNE.

3. Véase el artículo 70 de la Ley 6/2001, de 11 de abril, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares.
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